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Delito: Abuso de condiciones de inferioridad 

Acusada: MSP

Asunto: Revoca sentencia de primera instancia

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
ABUSO DE CONDICIONES DE INFERIORIDAD / HIJA COMPRA INMUEBLE A MADRE CON DEMENCIA / DESCRIPCIÓN DEL TIPO PENAL / INCUMBENCIA PROBATORIA / LA PROCESADA DEBIÓ DEMOSTRAR LA CAPACIDAD QUE DIJO TENÍA LA VENDEDORA / SE REVOCA Y CONDENA.
“ARTICULO 251. ABUSO DE CONDICIONES DE INFERIORIDAD… El que con el fin de obtener para sí o para otro un provecho ilícito y abusando de la necesidad, de la pasión o del trastorno mental de una persona, o de su inexperiencia, la induzca a realizar un acto capaz de producir efectos jurídicos que la perjudique, incurrirá en prisión de…”.
La decisión de primera instancia se basó esencialmente en que la FGN no logró demostrar que la señor MSP hubiera actuado de manera dolosa al celebrar esa negociación con su madre, ya que no existía evidencia que demostrara de manera fehaciente que la señora Elina Parra no estuviera en pleno uso de sus facultades mentales cuando celebró esa negociación, lo que es controvertido por la impugnante. (…)
El debate se centra entonces en establecer si para el día 15 de diciembre de 2011, fecha en la cual se celebró la compraventa entre la acusada y su madre Helina Parra, esta última se encontraba en capacidad de administrar sus bienes o, por el contrario, el diagnóstico de demencia no le permitía tener capacidad para celebrar esa negociación…
… hay que manifestar que si se trataba de demostrar que la señora Parra no tenía ninguna afectación mental para la fecha en que suscribió la escritura de compraventa de su cuota en el bien en favor de su hija MSP, bien pudo la defensa haber solicitado como prueba para el juicio el testimonio de la médica Paola Ospina Castro, quien firmó la certificación que se protocolizó con la escritura de compraventa de los derechos de la señora Parra… abor que le correspondía a la defensa en aplicación del principio de “incumbencia probatoria”, que ha sido examinado en la jurisprudencia pertinente de la SP de la CSJ así:

“… Lo que sí le es dado al procesado es oponerse a las pruebas que la Fiscalía trae para desvirtuar su inocencia, actividad que corresponde a un acto propio del derecho de defensa a través del cual puede, incluso, explicar o justificar su conducta. Si opta por ese camino, declinando el derecho a guardar silencio, asume el deber de acreditar esas explicaciones, de manera que si, por ejemplo, propone una coartada, debe procurar para la actuación los medios de prueba que acrediten su ubicación a la hora de los hechos, en un lugar diferente al de la ejecución, ya que la simple manifestación de ausencia, resultaría insuficiente para desvirtuar la imputación que le haga la Fiscalía como autor o partícipe de la ilicitud. Igual diligencia se le exigirá si frente a la acusación propone la existencia de causales eximentes de responsabilidad, pues debe emplearse en demostrar los supuestos de hecho que las actualizan. La Fiscalía, por su parte, procurará negar la existencia de esas circunstancias”.
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	Recurso de apelación contra sentencia del 5 de julio de 2019


1. ASUNTO A DECIDIR

Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación interpuesto por la delegada de la FGN, contra la sentencia emitida por el Juzgado Primero Penal Municipal con Función de Conocimiento de Pereira, del 5 de julio de 2019, mediante la cual se absolvió a MSP, de los cargos que le formuló el ente acusador por la conducta de abuso de inferioridad, con la consecuencia jurídica prevista en el inciso 2º del artículo 251 del CP (pena de prisión de 32 a 90 meses y multa de 10 a 200 SMLMV), por haberse causado perjuicio con ese acto.

2. ANTECEDENTES

2.1 El supuesto fáctico del escrito de acusación
 es el siguiente: 

“La señora María Ruth Suárez denuncia los hechos el 15 de diciembre de 2011 cuando fue realizada Compraventa entre la señora MSP y la progenitora Elina (Sic) Parra viuda de Suárez del 50% del inmueble con MI No. 29039474 por un valor de $34.150.000 SEGÚN Escritura Publica No. 6315, sin embargo indica la querellante que la ciudadana Elina no se encontraba en capacidad de administrar los bienes de lo que dio fe la valoración por Psiquiatría, donde se indica que la misma presenta como diagnóstico Demencia.”

2.3 El 24 de octubre de 2016, ante el Juzgado Sexto Penal Municipal con Función de Control de garantías, se le formuló imputación a MSP, como presunta autora responsable, a título de dolo, de la conducta punible de “abuso de condiciones de inferioridad”, conducta punible contenida en el art. 251 C.P., sin que la procesada aceptara el cargo (fl. 7).

2.4 El conocimiento de la etapa del juicio le correspondió al Juzgado Primero Penal Municipal con Función de Conocimiento de Pereira, (fl. 1). La audiencia de formulación de acusación se celebró el 6 de julio de 2017 (fl. 10). El 12 de julio de 2018 se llevó a cabo la audiencia preparatoria (fl. 13). La audiencia de juicio oral se adelantó el día 30 de abril de 2019 (fl. 14). La audiencia de anuncio del sentido del fallo y lectura de la correspondiente sentencia se llevó a cabo el 5 de julio de 2019 y en la misma se decidió absolver a MSP, de los cargos por los que fue acusada
.

3. IDENTIDAD DE LA PROCESADA

Se trata de MSP, se identifica con la cédula de ciudadanía No. 34.052.719 de Pereira, ciudad donde nació el 25 de octubre de 1953 (fl. 132).

4. SOBRE LA DECISIÓN RECURRIDA.

4.1 Los fundamentos del fallo de primer grado se pueden sintetizar así: 

· Hizo referencia a las exigencias del artículo 381 del  CPP, para proferir una sentencia de condena.

· Los efectos de los actos jurídicos entendidos como fuente de las obligaciones, son distintos si son de carácter unilateral o bilateral.

· El artículo 1503 del CC establece como presunción general la capacidad de toda persona para celebrar actos jurídicos, la cual se puede desvirtuar cuando se prueba la existencia de vicios que afecten el acto jurídico, el no cumplimiento de ciertas solemnidades o la afectación de la voluntad de la persona por presentar alteración mental.

· En lo que atañe a la falta de capacidad mental, en la jurisprudencia pertinente de la Sala de Casación Civil de la CSJ (decisión del 17 de noviembre de 2017) se ha indicado que para impugnar un acto por esa situación se debe probar que ha existido una “perturbación patológica” de la actividad síquica que suprime la libre determinación de la voluntad.

· Lo que interesa no es saber si el contratante sufría una enfermedad mental, sino precisar si esa situación afectó su consentimiento para celebrar el negocio jurídico, por lo cual la edad avanzada o una eventual patología mental, no son aspectos que por sí solos permitan anular un acto jurídico, ya que las manifestaciones de la voluntad pueden ser declaradas en forma expresa o tácita, pero deben ser claras e inteligibles, situaciones que no se afectan porque el contrato lo realice un adulto mayor o porque este tenga patologías que afecten su salud mental.

· En el presente caso la señora Helina Suárez Parra podía disponer a su voluntad del derecho del 50% que tenía sobre el inmueble materia de controversia en comunidad con los hijos de su cónyuge, que le fue adjudicado luego del deceso de su esposo.

· En nuestro ordenamiento son permitidas las compraventas de bienes inmuebles entre padres e hijos, sin que exista un límite de edad para celebrar ese tipo de negociaciones.

· En materia de testamentos y otros actos jurídicos, los escribanos deben solicitar el certificado médico de “lucidez mental”, cuando el otorgante es mayor de 70 años.

· La señora Helina Parra no tenía ningún impedimento mental para suscribir la citada escritura de compraventa de derechos, ya que una profesional adscrita a la EPS que la atendía certificó que no presentaba alteraciones al examen mental, tenía interacción adecuada INSIGH POSITIVO y prospección adecuada ubicada en tiempo y espacio.

· En el caso de los mayores de 70 años no se requiere que se presente un dictamen psiquiátrico especializado para que una persona que raye esta edad, pueda intervenir motu proprio en un negocio jurídico, ni existe un límite de edad para que los adultos mayores puedan intervenir en esos actos.

· Luego de hacer referencia a la prueba practicada en el proceso, la A quo estimó que existían versiones contrarias sobre el estado mental de la vendedora para la fecha del otorgamiento de la escritura de compraventa de su derecho de cuota sobre ese inmueble, ya que la denunciante y sus allegados consideraban que no era apta para hacer esa negociación, al tiempo que la prueba presentada por la FGN apuntaba a establecer una situación contraria.

· En este caso la valoración de la prueba conducía a absolver a la señora MSP por los cargos formulados en su contra ya que :i) se evidenciaba un antiguo enfrentamiento entre los miembros de la familia Suárez Parra por la propiedad del inmueble frente al que enajenó su cuota la señora Helina Parra, por lo cual los dichos de los integrantes de ese grupo familiar debían ser examinados con beneficio de inventario; ii) la acusada MSP acudió a la EPS Comfamiliar y una médica de esa entidad le expidió la constancia sobre el estado mental de su madre, que era el único requisito exigido en la Notaría para celebrar el acto jurídico de venta de su cuota en el bien; iii) existían situaciones jurídicas irregulares derivadas de la adjudicación de cuotas que se le hizo a los hijos de la señora Helina Parra al morir su padre; y iv) no existía el suficiente grado de certeza que indicara que el día en que se firmó la escritura pública de transferencia de la cuota en favor de la acusada, la señora Helina Parra padeciera de demencia absoluta, ya que el concepto de la psiquiatra forense que declaró en el juicio, constituía solamente una hipótesis sin ningún respaldo médico o científico sobre el hecho de que para la fecha del otorgamiento de la escritura de venta de su cuota en el bien, la señora Parra sufriera demencia senil, fuera de que para celebrar ese acto jurídico el Notario no precisaba del concepto de un psiquiatra sobre el estado mental de la vendedora, ni la ley fija límites de edad para celebrar ese tipo de actos.

· No se probó que la acusada hubiera actuado de manera dolosa y lo que se avizoraba es que existían antiguas rencillas entre los miembros de la familia de la señora Helina Parra, por lo cual las manifestaciones de los que declararon en contra de la procesada, no eran suficientes para comentar una sentencia de condena contra la procesada por la violación del artículo 251 del CP, sobre el cual citó el precedente CSJ SP del 24 de junio de 2015, en torno a las características de esa conducta punible, por lo cual profirió una sentencia absolutoria en su favor.

5. SOBRE EL RECURSO PROPUESTO

Delegada de la FGN (Recurrente)

(Sinopsis) 

Solicitó que se revocara el fallo recurrido, con base en la siguiente argumentación:

· La señora Helina Parra tenía una edad muy avanzada para el 14 o 15 de diciembre, cuando enajenó su cuota en el bien y presentaba una patología de demencia con tendencia degenerativa “a nivel galopante” que le fue diagnosticada “médico legalmente”, lo que indica que entre ambas fechas medió un corto tiempo que fue de 1 año 3 meses, fuera de que desde el año 2010 sus familiares ya habían advertido que la señor Helina se mostraba desorientada, hasta el punto de que ya no reconocía a sus parientes.

· La médico legista Carolina Jaramillo Toro dijo que existió una alta posibilidad de que para el 15 de diciembre de 2015, la citada señora te presentara un diagnóstico de demencia.

· El fallo de primer grado se centró en consideraciones de la ley civil, sin que se hubieran examinado las circunstancias que rodearon la venta de la cuota de la señora Helina, pues si bien es cierto que cualquier persona mayor de edad puede realizar actos jurídicos, no se tuvo en cuenta que en el juicio se demostró que la señora Helina era una mujer mayor de 90 años, que daba muestras de insanidad mental, no reconocía a las personas, decía cosas incoherentes, y no conocía ya el dinero, por lo cual según la psiquiatra forense que declaró en el juicio para ese momento era muy probable que tuviera un cuadro de demencia, a lo cual se debía agregar que el certificado que se presentó cuando otorgó la escritura pública fue expedido por una médica general y no por una especialista.

Solicitó revocar el fallo impugnado y condenar a la acusada por el delito denunciado.

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Competencia:

Esta Colegiatura tiene competencia para conocer del recurso propuesto, en atención a lo dispuesto en los artículos 20 y 34.1 de la Ley 906 de 2004.

6.2. Problema jurídico a resolver: 

En atención al principio de limitación de la segunda instancia, la Sala abordará el estudio de la materialidad de la conducta y de la responsabilidad de la acusada MSP… en la comisión de la conducta por la cual fue convocada a juicio, que se encuentra descrita en el artículo 251 del CP, en los siguientes términos:
“ARTICULO 251. ABUSO DE CONDICIONES DE INFERIORIDAD. <Penas aumentadas por el artículo 14 de la Ley 890 de 2004, a partir del 1o. de enero de 2005. El texto con las penas aumentadas es el siguiente:> El que con el fin de obtener para sí o para otro un provecho ilícito y abusando de la necesidad, de la pasión o del trastorno mental de una persona, o de su inexperiencia, la induzca a realizar un acto capaz de producir efectos jurídicos que la perjudique, incurrirá en prisión de dieciséis (16) a setenta y dos (72) meses y multa de seis punto sesenta y seis (6.66) a setenta y cinco (75) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Si se ocasionare el perjuicio, la pena será de treinta y dos (32) a noventa (90) meses de prisión y multa de trece punto treinta y tres (13.33) a trescientos (300) salarios mínimos legales mensuales vigentes.”

6.4 En el presente caso, en el contexto fáctico del escrito de acusación se menciona que el 15 de diciembre de 2011 se realizó un contrato de compraventa entre la señora Elina Parra y su hija MSP, en virtud del cual la primera le vendió a su descendiente el 50% del inmueble con MI 29039474, por la suma de $34.150.000, para lo cual se otorgó la E.P. No. 6315 de la Notaría 4ª de esta ciudad, acto que fue realizado aprovechando que la señora Parra no estaba en capacidad de administrar sus bienes ya que tenía un diagnóstico de demencia.

6.5 La decisión de primera instancia se basó esencialmente en que la FGN no logró demostrar que la señor MSP hubiera actuado de manera dolosa al celebrar esa negociación con su madre, ya que no existía evidencia que demostrara de manera fehaciente que la señora Elina Parra no estuviera en pleno uso de sus facultades mentales cuando celebró esa negociación, lo que es controvertido por la impugnante.

6.5 Para efectos de la decisión a adoptar se parte de los siguientes hechos probados:


6.5.1 Con base en las pruebas introducidas con el investigador Carlos Andrés Duque Sanz (evidencia 2 de la FGN) se comprobó que el 15 de diciembre de 2011 se otorgó la E.P. 6315 en la Notaria 4ª de esta ciudad, donde se hizo constar que compareció la señora Helina Parra de Suárez con el fin de transferir a su hija MSP: “... el derecho de dominio y la posesión material que tiene y ejerce sobre el CINCUENTA POR CIENTO DE LA NUDA PROPIEDAD RESERVANDOSE PARA SI MISMA EL USUFRUCTO (cuyo restante 50 % de nuda propiedad y usufructo pertenecen a otros condueños)”, del bien inmueble que fue identificado en ese acto, cuota que fue vendida por la suma de $34.150.000, que la vendedora declaró recibidos.
 La escritura fue firmada a ruego por Luz Marina Giraldo
 y en la cual se hizo constar que con ese instrumento se protocolizaba la certificación expedida por la médica Paola Ospina Castro de fecha 14 de diciembre de 2011, en la cual se hacía constar que la señora Parra: “no presenta alteración al examen mental, interacción adecuada, insigh positivo, prospección adecuada, ubicada en tiempo y espacio, eurítmica”.

Igualmente se acreditó que esa compraventa del derecho de cuota de la señora Parra fue registrada el 20 de diciembre de 2011 según anotación 10 del folio de matrícula inmobiliaria 290-39474 de la Oficina de Registro de II y PP de Pereira.

6.5.2 La acción penal se inició con base en la denuncia presentada por la señora María Alba Ruth Suárez Parra el 30 de enero de 2012
, quien manifestó que su hermana MSP había abusado de la situación mental de su madre para hacerse a la mencionada cuota sobre el predio antes identificado, fuera de que su progenitora no había recibido suma alguna derivada de esa compraventa.

6.6 El debate se centra entonces en establecer si para el día 15 de diciembre de 2011, fecha en la cual se celebró la compraventa entre la acusada y su madre Helina Parra, esta última se encontraba en capacidad de administrar sus bienes o, por el contrario, el diagnóstico de demencia no le permitía tener capacidad para celebrar esa negociación, por lo cual se hará un examen de la prueba practicada en el juicio oral, con la advertencia de que en aplicación del principio de selección probatoria
, se debe manifestar que en este caso la información relevante sobre los hechos investigados es la que aparece consignada en la prueba pericial aportada por la FGN y los testimonios recibidos en el juicio en torno a la situación de salud mental de la señora Helina Parra de Suárez y los actos jurídicos posteriores, toda vez que los datos entregados por algunos declarantes sobre las profundas desavenencias que existían de tiempo atrás entre los hermanos Suárez Parra y los antecedentes de algunos de ellos como la procesada MSP y un sobrino suyo que pagaron condenas en EE.UU por tráfico de estupefacientes, no aportan datos relevantes para esclarecer el hecho que se investiga. 
6.7 En consecuencia se hace la siguiente sinopsis sobre la prueba practicada en el proceso: 

6.7.1 La denunciante María Alba Ruth Suárez, hermana de la acusada, manifestó: i) en el año 2008 su progenitora se había ido a vivir a Ibagué y por ello le confió a MSP el cuidado de su casa, ubicada en la carrera 15bis #16-18 de esta ciudad; ii) había residido en España desde el 2001 hasta el 31 de diciembre de 2008; iii) al regresar a Colombia vio que la casa de su madre estaba en venta y que en el aviso aparecía el número del celular de su hermana MSP; iv) cuando fue a Ibagué a saludar a la autora de sus días, ésta le preguntó quién era y no la reconoció; iv) habló con la acusada para pedirle que enviara el dinero de los arriendos y la indagó por la venta de la casa a lo cual le replicó su hermana que no le iba a dar ningún dinero y que el inmueble se hallaba en mal estado; v) la cuota en esa vivienda le pertenecía a ella y sus hermanos ya que su padre había fallecido en 1985 y en 1988 se hizo una escritura en la que se dividió el bien entre su madre, un hermano suyo llamado Fabio y ella, sin incluir a los otros herederos por diversas razones; vi) su hermana MSP había regresado al país luego de haber estado detenida en los EEUU y por eso le dijeron que se dedicara a cuidar a su madre; vii) MSP recaudaba el valor de los arrendamientos que producía la casa, aduciendo que era de su propiedad; viii) por tal razón acudió ante un juez de paz en el año 2011, donde se dio cuenta de que existía un documento en el cual figuraba su hermana MSP como dueña de la vivienda; x) en enero de 2011 su esposo vio a la acusada y a su madre Helina en la Notaría 2ª haciendo registrar un documento con una huella, por lo cual su marido habló con el escribano y este le dijo que buscaran un abogado; xi) fueron donde la abogada de MSP y la requirieron por esa negociación fraudulenta, quien les respondió que fue contratada y había hecho lo que le habían pedido; xii) luego de tener un enfrentamiento físico con su hermana que originó la detención de ambas, uno de los inquilinos del inmueble le mostró la escritura que MSP le había dejado donde constaba la compraventa de la cuota del bien; xii) por lo tanto formuló la denuncia contra su hermana por haber abusado del estado mental de su madre, lo que se demostraba con el presunto pago de $34.150.000 por un inmueble que valía $200.000.000, fuera de que nunca se supo si su madre realmente recibió esa suma; xiv) su madre falleció en el año 2014; xv) para la fecha de su testimonio MSP estaba viviendo en la casa y le estaba haciendo arreglos; y xv) reconoció unas fotografías en las cuales su hermana ofrecía en venta ese predio.

6.7.2 En lo relativo al estado mental de la señora Helina Parra se recibió el testimonio de Luz Dary Morales, quien expuso lo siguiente: i) estuvo cuidando a la señora Parra desde el año 2003 al año 2007; ii) a principios de 2007 se llevaron a “la abuela” (Helina) para Ibagué a donde una hija de nombre Ruth que la cuidó hasta el año 2010; iii) posteriormente doña Helina vivió en esta ciudad en el barrio “El Poblado”, donde la visitó unas tres veces, ya que luego no pudo verse con ella porque siempre le decían que estaba dormida; iii) en esas visitas que se presentaron en el año 2010, la abuela (Helina) estaba postrada en una cama, no la reconoció y no recordaba su familia y o su casa.
6.7.3 Por su parte el señor Delfín Humberto Granados Granados, esposo de la denunciante suministró la siguiente información relevante: i) en el año 2001 se fueron para España, regresaron en 2005 y visitaron a Helina Parra, ella no los reconoció inicialmente a su hija ni a él, por lo cual le tuvieron que decir quiénes eran; ii) en el año 2008 volvieron de España a Colombia y ahí fue cuando se dieron cuenta de que MSP estaba ofreciendo en venta la casa de su suegra; iii) le reclamaron a la acusada por ese hecho y ella les respondió que la casa ya no valía nada, porque estaba muy deteriorada, por lo cual le dijeron que se las entregara para arrendarla lo que fue aceptado por MSP; iv) en vista de que MSP estaba en una mala situación económica ya que había llegado recientemente al país, luego de ser deportada de EEUU, le dijeron que se hiciera cargo de su madre; v) para el año 2010 cuando visitaban a la señora Helina, esta les preguntaba quiénes eran él y su hija Alba Ruth; vi) desde el año 2006, doña Helina ya tenía dificultades para reconocer a las personas; vii) la acusada con la ayuda de una abogada creó un documento donde constaba que su madre la había dejado como administradora de su casa; viii) en el año 2010 luego de observar a MSP cuando entraba a un notaría le preguntó al titular de ese despacho quien le dijo que habían hecho un memorial en el que se le entregaba a MSP el 50% del bien, que le correspondía a la señora Helina para que lo administrara; y ix) en su criterio todos esos documentos eran falsos porque doña Helina no reconocía a sus parientes, ni sabía leer ni escribir, fuera de que nunca se supo del dinero que presuntamente recibió por la venta de su cuota en el inmueble.

6.7.4 Igualmente compareció al juicio como testigo de la FGN, el señor Jhon Jairo Salazar Suárez, nieto de la señora Helina Parra, quien en lo sustancial expuso lo siguiente: i) en el año 2009 fue a visitar a su abuela, quien vivía en Ibagué y se encontraba en un hogar donde la cuidaban bien, pero notó que sus ideas y sus conversaciones no eran muy claras, lo que atribuyó a su avanzada edad; ii) en el año 2009 la señora Helina fue traída de Ibagué a esta ciudad y como la procesada MSP estaba pasaba por un momento difícil ya que había sido deportada de EE.UU donde había sido condenada por temas de narcotráfico, la encargaron del cuidado de su abuela; iii) MSP se fue a vivir a otra casa con su madre ya que la propiedad de esta se hallaba en mal estado; iv) se suscitaron problemas por unos cánones de arrendamiento que se percibían de ese bien y el pago del impuesto predial y partir de ahí MSP empezó a decir que la casa en la cual tenía la cuota su madre Helina era de ella, lo cual le había manifestado la acusada a un inquilino llamado Julián quien le mostró una carta que le había enviado su tía, para comunicarle ese hecho; v) los síntomas de falta de reconocimiento de su abuela hacia su parentela empezaron en el año 2010, a partir de lo cual su tía empezó a colocar obstáculos para que la visitaran; vi) la señora Helina falleció en el 2014, y en las últimas ocasiones en que la vio que fue en 2010, ya no lo reconoció se portaba como una niña y no mostraba capacidad de discernimiento; vii) su tía MSP era amiga de una abogada llamada Gladys Buriticá quien le redactaba documentos donde colocaban la huella de su abuela, que era una mujer incapaz para hacer negocios, y además era analfabeta, por lo cual la escritura de compraventa de su cuota en la casa en favor de su tía MSP, tuvo que ser firmada por otra persona a ruego; viii) luego de esos hechos la acusada empezó a comportarse como señora y dueña del bien; ix) su abuela siempre expresó su intención de que sus bienes fueran repartidos entre todos sus hijos; x) el proceso de adjudicación de cuotas sobre ese inmueble (se entiende que en razón del deceso de su abuelo), se hizo en 1988 pero solamente se incluyeron a sus tíos Alba Ruth y Fabio, ya que otros herederos no estaban disponibles; y xi) la venta de la cuota de casa a su tía MSP se hizo por una suma irrisoria ya que ese inmueble valía $200.000.000 y no cree que su abuela hubiera recibido ese dinero.
6.7.5 Para demostrar lo relativo a la condición mental de la señora Parra para la fecha en que se hizo la compraventa de su cuota sobre ese predio, la FGN llevó al juicio a la psiquiatra Carolina Jaramillo Toro adscrita el INMLYCF, quien sustentó el dictamen que presentó sobre el examen que le hizo a la señora Helina Parra Vda. de Suárez el 21 de marzo de 2013, sobre el cual explicó lo siguiente: i) realizó una valoración de psiquiatría y psicología forense practicado a la señora Helina Parra viuda de Suárez, con el fin de establecer si existía o no perturbación psíquica que le impidiera comprender sus actos, que eran los mismos que dieron origen a la denuncia interpuesta por su hija María Alba Ruth Suárez Parra; ii) para la fecha de su examen la paciente tenía 97 años de edad; iii) la señora Parra no entregó ningún tipo de versión en su entrevista: iii) para los antecedentes del estudio se hace una historia personal de la persona reconocida, que implica su desarrollo  psicobiográfico; iv) en lo relativo a la examinada se habla de una mujer adulta, “gran geronte”; v) según la información entregada por sus hijas, la señora Parra era completamente dependiente para sus funciones básicas, incluso las más elementales, pues había perdido las actividades instrumentales desde hacía más de 10 años, lo que significaba que ya no podía salir sola, hacer compras o cuentas o reconocer el transporte público, hacía 4 meses que no tenía movilidad, ni control sobre sus esfínteres. Su valoración data del 21/03/2013; iv) dio lectura a apartes de los antecedentes médicos con copia de la historia clínica de la señora Parra de la entidad Comfamiliar, desde el año 2008 al 2011; v) para formular sus conclusiones tuvo en cuenta los cambios cognitivos que se producen como consecuencia de la vejez, que pasan ya de unas actividades básicas de la vida diaria hasta llegar al estado de demencia, que consiste en un deterioro cognitivo y se desarrolla de una manera lenta y afecta a un porcentaje de las personas mayores de 60 años, el cual va aumentando con los años, alrededor de un 5% en la sexta década y por encima de un 40% en personas mayores de 90 años; vi) se trata de una enfermedad progresiva crónica e irreversible, por lo cual la persona no tiene aptitud para administrar ningún tipo de bien de forma adecuada ya que pierde la capacidad de valerse por sí misma y de satisfacer sus necesidades básicas, y por ende necesita atención especializada por psiquiatría y neurología clínica; vii) los casos de deterioro cognitivo están asociados a otras enfermedades, y en la historia clínica de la señora Parra se menciona que pese a estar orientada en sus tres esferas sin déficit neurológico, desde el año 2008 venía padeciendo trastorno pulmonar (EPOC), el cual reduce el ingreso de oxígeno al cerebro lo que genera enfermedades mentales, para lo cual se debe tener en cuenta que en los estados de demencia influyen muchas situaciones, como las condiciones mentales, la alimentación, el ejercicio, de los hábitos de vida saludable y los factores genéticos que determinan que las mujeres tengan una mayor tendencia a padecer de demencia; viii) a partir de los 60 años los cuadros de demencia van aumentando cada década, se incrementan y más del 40% de las personas mayores de 90 años tienen ese tipo de enfermedades; ix) con las enfermedades consignadas en la historia clínica de la señora Parra se puede concluir que esos padecimientos influyeron para que fuera perdiendo sus capacidades; como olvidos comunes, que pueden pasar desapercibidos, irritabilidad o estados depresivos, por lo cual cuando se evalúa a estos pacientes a lo largo de la vida se advierte que se vuelven repetitivos; x) el deterioro cognitivo leve en términos de la vida cotidiana se traduce en que la persona es capaz de hacer sus actividades básicas sin problemas, pero que va perdiendo actividades instrumentales, como sucede por ejemplo con un paciente de 70 años que se baña, se viste, hace su comida, pero va a pagar un servicio y se embolata, pierde su dinero, no es capaz de tomar el transporte público, o que coge un objeto y pregunta “para qué es esto”, lo que viene a significar que existe un deterioro cognitivo que puede convertirse en demencia con el paso de los años; xi) en el acápite de las conclusiones de su estudio, en el ítem primero se hace un diagnóstico de demencia, es decir, que se puede hacer una lectura que la conclusión en el momento en que se evaluó a la paciente, que se venía deteriorando progresivamente según su examen; xii) en el caso concreto de la señora Parra existía una alta probabilidad que para la fecha del 15/11/2011 se hubiese presentado ese diagnóstico; xiii) las enfermedades mentales tienen un componente multifactorial e implican un estudio a fondo por parte de profesionales con esa especialidad, por lo cual el dictamen de un médico general no es idóneo para emitir ese tipo de conceptos sobre ese tema puntual, ya que esas certificaciones las debe expedir un psiquiatra o un neurólogo; xiv) en este evento la paciente tenía 97 años y el punto de partida para que se inicie el proceso de deterioro mental es a partir de los 60 años según la literatura especializada sobre el tema que indica que un 60% de los pacientes alrededor de los 60 años tienen deterioro cognitivo y que por cada década se va sumando un 5%, por lo cual al llegar a los 85 años presentan un trastorno cognitivo mayor que es una demencia; xv) no existe un tiempo específico para desarrollar una enfermedad mental, pero existen factores desencadenantes sobre todo en pacientes mayores de edad, como una enfermedad orgánica que genere una baja oxigenación, como sucede con los que sufren EPOC, enfermedades cardiovasculares o de la presión arterial, ya que estos últimos pueden sufrir microinfartos que pueden acelerar el deterioro cognitivo, lo que puede coexistir con algunas condiciones puntuales como el déficit de vitamina B12 o de ácido fólico, el hecho de dejar de comer o sufrir diarreas crónicas o eventos de malnutrición que hacen que esa deficiencia mental progrese más rápido, por tratarse de una enfermedad multifactorial.

6.8 Por parte de la defensa se controvirtió la teoría del caso de la FGN con las siguientes pruebas:

6.8.1 El señor Gregorio Suárez, hermano de la procesada manifestó lo siguiente en lo relacionado con la conducta investigada: i) al morir su padre se hizo su sucesión y en la adjudicación del inmueble relacionado con el presente proceso, no fue incluido, lo que igualmente sucedió con su hermana María y otros herederos, lo que se subsanó posteriormente; ii) su madre era estaba lúcida y todos los hermanos estuvieron de acuerdo con que le vendiera la cuota del 50% del bien que tenía, a su hermana MSP; iii) su progenitora recibió el valor correspondiente y a él le entregaron $11.300.000, así como a otra hermana; iv) su hermana Alba Ruth había hecho a escondidas un proceso de sucesión relacionado con ese inmueble, de lo cual se vino a enterar posteriormente; y v) la cuota que tenía su madre en la vivienda fue vendida en el año 2011.

6.8.2 La abogada María Gladys Buriticá: i) hizo referencia a varias asesorías que le había prestado a la acusada, relacionadas con restitución de bienes inmuebles, entre ellas una conciliación que se adelantó con el esposo de Alba Ruth Suárez, quien era hermana de la acusada, donde este le debió reintegrar unos dineros que le había cobrado de más a MSP por unos cánones de arrendamiento de un predio diverso al relacionado con el presente proceso; ii) atendió otro asunto de la familia Suárez en el año 2010, porque la señora MSP solicitó el certificado de matrícula inmobiliaria del predio que le había pertenecido a su padre Gregorio Suárez y encontró que luego de su deceso se adelantaron los trámites de sucesión, donde solamente fueron incluidos como herederos su cónyuge Helina Parra y sus hijos Alba Ruth y Fabio que ya había fallecido, pero no era posible iniciar una acción de petición de herencia porque ya estaba prescrita, por lo cual iniciaron otro proceso donde se obtuvo sentencia favorable para quienes elevaron la petición de herencia; iii) en lo que atañe al presente asunto, como en la sucesión del señor Gregorio Suárez no fueron incluidos todos sus herederos, la señora Helina llegó acompañada de su hija MSP y le preguntó que si era posible que ella vendiera la parte del inmueble que le correspondió a uno de sus hijos, a lo cual le respondió afirmativamente y les sugirió que fueran a una Notaria para elevar ese acto a escritura pública; iv) después la llamó MSP para decirle que en razón de la edad de su madre se necesitaba el concepto de un médico que certificara si ella estaba en uso de todas sus facultades mentales para celebrar ese acto, lo cual ocurrió en el año 2011; v) posteriormente MSP le dijo que un médico de la EPS que atendía a su madre había certificado que esta no tenía ningún problema de salud mental para hacer la venta de su cuota, por lo cual se otorgó la respectiva escritura; vi) existieron diferencias entre MSP y su hermana Alba Ruth, porque esta le estaba reclamando el porcentaje que le correspondía de unos arrendamientos y porque MSP le habían solicitado a la misma Alba Ruth que le permitiera habitar el inmueble sobre el cual la señora Helina tenía el 50 % para irse a vivir con su madre allá, lo que terminó en un enfrentamiento ya que luego de una audiencia de conciliación Alba Ruth Suárez agredió a su hermana; vii) no recordaba la edad de la señora Helina pero sostuvo conversaciones lúcidas con ella y el hecho de que una persona sea muy adulta, no quiere decir que tenga problemas mentales; viii) la señora Helina tenía muchos problemas físicos, pero en lo mental podía valerse por sí misma, ya que sus conversaciones eran concatenadas y lógicas, tal como lo certificó una médica de su EPS, aunque no supo cómo se hizo esa valoración; ix) en el presente juicio se pretendía demostrar que la acusada manipuló a la señora Helina para la venta de la cuota que tenía en su casa, sobre lo cual no le constaba nada, lo único que sabe es que cuando la acusada asistió a su oficina con la progenitora esta presentaba achaques de salud y fue llevada en una silla de ruedas, lo que no significaba que su estado mental no fuera aceptable; vii) la señora Helina no fue a su oficina a solicitar que la representara en un proceso de rendición provocada de cuentas contra su hija Alba Ruth, sino que le consultaron para adelantar ese proceso, por lo cual elaboró el correspondiente poder y se lo entregó a MSP para se lo devolviera firmado, lo cual se puede verificar en el juzgado donde se tramitó ese asunto. 

6.8.3 La acusada MSP renunció a su derecho a guardar silencio. De su declaración se desprende lo siguiente: i) la escritura a la que se ha hecho referencia en el proceso corresponde a la venta del 50% que era la cuota que tenía su madre Helina Parra en una vivienda situada en la carrera 15 bis # 27-28, de esta ciudad; ii) con esa escritura se protocolizó un documento expedido por la médica tratante de la EPS Comfamiliar donde se certificaba el estado mental de su progenitora y por el conocimiento que esa profesional tenía sobre su estado fue que hizo constar que la señora Helina estaba en capacidad de celebrar ese acto jurídico; iii) ese examen no se hizo en el INMLYCF porque allá le dijeron que no lo podían realizar, salvo que lo pidiera alguna autoridad o un juez y entonces el notario le dijo que se podía suplir con un certificado de la doctora que atendía a su madre; iv) su progenitora no suscribió la escritura porque ella no firmaba, por lo cual solo colocó su huella y el documento fue suscrito por una señora llamada Marina que era amiga de su madre; v) pese a que sus hermanos afirmaron que ella (MSP) no tenía capacidad económica, eso era falso porque era dueña de una casa en el sector de “La pradera”; vi) su hermana Alba Ruth se opuso a la venta que le hizo su madre, ya que su interés era el de quedarse con la otra parte de la propiedad, porque ya les habían quitado el 50% que les correspondía en la sucesión de su padre, por lo cual su progenitora quien estaba muy lucida dijo que no les iba a dar ese gusto; vii) en ese tiempo la señora Helina reclamaba dineros que le adeudaba su hija Alba Ruth, por concepto de cánones de arrendamiento de ese inmueble; viii) cuando decidieron iniciar el proceso de petición de la herencia que les correspondía por el deceso de su padre, su madre le vendió el 50% que tenía sobre ese inmueble, advirtiendo el notario que ella se encontraba en estado de lucidez, e incluso cuando estaba internada en la clínica antes de morir e reclamo a ella el valor de unos arrendamientos que le adeudaba; ix) su hermana Alba Ruth quería quedarse con toda la vivienda que aparecía a nombre de ella, de otro hermano llamado Fabio y de la señora Helina y por eso el marido de su consanguínea le dijo a ella (MSP) que le entregara un inmueble que ella ocupaba con su hermano Gregorio, pero dejando a su madre ahí, a lo cual se opuso; x) nunca puso en venta la vivienda porque no le pertenecía, y ese aviso lo colocó el marido de su hermana, cuya motocicleta aparecía en una fotografía que fue exhibida en el juicio; xi) reiteró que la señora Helina tuvo una buena condición mental, hasta octubre de 2012 cuando ya estaba internada en un centro hospitalario; y xii) en el año 2010 ella y su madre vivían de los aportes que mandaban sus hijos del exterior y de las propiedades que tenía doña Helina, quien además recibía la pensión de su esposo.
6.9 Solución al caso concreto
6.9.1 Para dar solución al problema jurídico propuesto por la recurrente, hay que hacer inicialmente una referencia a la titularidad del predio al cual se encontraba vinculada la cuota que vendió la señora Helina Parra Suárez a su hija MSP por medio de la EP 6315 de la Notaria 4ª de esta ciudad, del 15 de diciembre de 2011.

6.9.2 En ese sentido hay que manifestar que del certificado de matrícula inmobiliaria de ese predio se desprende que mediante sentencia del 14 de octubre de 1988 del juzgado 3º civil del circuito de Pereira, se adjudicó ese inmueble en común y proindiviso a la señora Helina Parra vda de Suárez, como conyugue supérstite del señor Gregorio Suárez, y a sus hijos Helio Fabio y Alba Ruth Suárez, lo que implica que en esa sucesión se dejaron por fuera a la acusada MSP y a su hermano Gregorio y posiblemente a otros herederos, aunque la prueba practicada en el juicio no otorga claridad sobre su identidad
.

Sin embargo la prueba contenida en ese documento desvirtúa las manifestaciones de la abogada Gladys Buritica y de la misma procesada en el sentido de que esa situación se subsanó posteriormente a través de un proceso judicial, pese a que ya estaba prescrita la acción de petición de herencia, porque lo real es que en ese documento, luego de la anotación numero 006 no aparece ninguna constancia sobre la inscripción de algún acto jurídico en el folio de matrícula inmobiliaria de ese inmueble, a efectos de restituir los derechos de sus hermanos como herederos del mismo.

6.9.3 En ese orden de ideas se entiende que con la compraventa de la cuota que le pertenecía a la señora Helina Parra, en favor de su hija MSP, quedaron como dueños del predio en común y proindiviso MSP (50%), su hermana Alba Ruth Suárez y se entiende que por vía de representación los herederos del señor Helio Fabio Suárez Parra.

6.9.4 En ese contexto hay que examinar lo concerniente a la venta de la citada cuota a la señora MSP, quien expuso en el juicio que su madre estaba en estado de lucidez mental y que esa negociación se había hecho precisamente para reconocer sus derechos a los herederos que habían sido excluidos en el juicio de sucesión de su padre Gregorio Suárez  Muñoz, lo cual fue confirmado por Gregorio Suárez Parra hermano de la procesada, quien dijo haber recibido una parte del dinero que su hermana MSP le entregó a su madre por su cuota en el bien, que ascendió a $34.150.000.

6.10 En este caso el trasfondo de la discusión gira en torno a si la señora Helina Parra estaba en uso de sus facultades mentales para la fecha en que otorgó la mencionada escritura pública, para lo cual la acusada manifestó que se contaba con una constancia en ese sentido que fue expedida por la profesional Paola Ospina Castro que era su médica tratante y que ese documento fue protocolizado con la escritura de transferencia de la cuota que le pertenecía a su madre sobre el bien,

6.10.1 Sin embargo la censora ha planteado que en el proceso se desvirtuó el contenido de esa certificación, ya que con el concepto de la psiquiatra Carolina Jaramillo Toro adscrita al INMLYCF, se comprobó que la señora Helina era una mujer de una edad muy avanzada para la fecha en que otorgó ese instrumento y que padecía diversas enfermedades que afectaban su condición mental para la fecha en que se hizo esa negociación.

6.10.2 Sobre ese tema hay que mencionar que en el citado examen practicado el 21 de marzo de 2013
, la mencionada perito consignó lo siguiente: i) que la señora Parra tenía 97 años para la fecha en que se hizo ese reconocimiento; ii) que la citada dama: “no da ninguna versión respecto a los hechos, desconoce su motivo de evaluación...”; iii) que según lo dicho por la procesada MSP quien acompañó a su madre a ese examen; “HELINA es completamente dependiente en sus actividades básicas de la vida diaria, requiere apoyo para todas sus actividades incluso las más elementales (baño, aseo, alimentación); perdió las actividades instrumentales desde hace más de 10 años (no sale sola, no conoce el servicio público de transporte, se ha perdido en su barrio); hace 4 meses perdió movilidad y perdió completamente control de esfínteres”; iv) la señora Parra presentaba antecedentes médicos de: “Hipoacusia bilateral, artrosis de rodilla bilateral,- Hipertensión arterial, cistocele no quirúrgico, gastritis”. Igualmente advirtió que en la historia clínica de la examinada se describía consistentemente como: “antecedente de enfermedad pulmonar obstructiva crónica”. 
En lo concerniente al estado mental de la paciente se consignó lo siguiente:
“(…)
· Actitud indiferente al examinarla, sostiene ocasionalmente la mirada al entrevistador

· Somnolienta

· Atención hipoprosexia.

· Orientación: desorientada globalmente

· Pensamiento: Concreta, no emite conceptos ni realiza operaciones matemáticas simples, no conoce el dinero ni su valor, no hace analogías mínimas

· Memoria alterada globalmente 

· Sueño: No se observó somnolienta

· Afecto: Aplanado y pueril.

· Sensopercepción impresiona en el momento sin alteración

· Lenguaje oral con escasa producción, respuestas poco elaboradas, latencias a la respuesta muy prolongadas, completamente irrelevante.

· Conducta motora. Sin alteraciones

· Capacidad intelectual: Impresiona clínicamente como una persona con un coeficiente intelectual por debajo del promedio por deterioro

· Juicio y raciocinio: alterados 

· Introspección y prospección: alteradas

Al examen mental realizado el día de hoy tiene alteraciones evidentes en la atención y la orientación, el afecto, el pensamiento, la memoria, el lenguaje, el juicio y el raciocino, la introspección, la prospección y la capacidad intelectual” 

Y en el acápite de conclusiones del mismo documento se expuso: 

“Las manifestaciones características del estado actual de HELINA PARRA- Al examen mental actual hay alteraciones la atención, la orientación, el afecto, el pensamiento, el lenguaje, la memoria, la capacidad intelectual, el juicio y el raciocinio, la Sensopercepción, la introspección y la prospección; Esto se engloba en un diagnóstico conocido como DEMENCIA.

 La etiología de estas alteraciones es biológica, es decir son alteraciones a nivel del sistema nervioso central. El pronóstico es malo puesto que no hay cura específica para esta alteración. HELINA PARRA no tiene la capacidad mental para administrar de forma adecuada sus bienes materiales ni tampoco tiene capacidad intelectual para disponer de ellos. Tampoco tiene capacidad para valerse por sí mismo, necesita asistencia permanente hasta para sus necesidades más básicas.

El tratamiento conveniente para procurar la mejoría de la paciente, consiste seguimiento clínico y manejo farmacológico instaurado por el neurólogo y el psiquiatra; encaminado a controlar alteraciones del comportamiento que pueden ocurrir en HELINA PARRA. (…)” 

6.10.3 Al sustentar su examen en el juicio la citada perito manifestó que para formular sus conclusiones había tenido en cuenta la historia clínica de Helina Parra, de la cual se deducía la existencia de enfermedades como el EPOC, que tienen injerencia en los cuadros de deterioro cognitivo que presentaba la citada señora.

6.10.4 En ese sentido hay que indicar que las manifestaciones de esa profesional sobre el cuadro degenerativo que presentaba la señora Helina Parra y la incidencia de enfermedades como el EPOC, que afectaban el flujo de oxígeno a su cerebro con la consiguiente pérdida de su capacidad mental, se encontraban soportados en su historia clínica que  fue anexada, de la cual se deduce lo siguiente: i) en la atención de urgencias de la clínica Comfamiliar del 19 se septiembre de 2011 (es decir antes del otorgamiento de la escritura) se hace constar que doña Helina tenía para esa fecha más de 95 años y que presentaba: “Cuadro respiratorio inferior, posible EPOC descompensado… DIAGNÓSTICO PRINCIPAL: J441 ENFERMEDAD PULMONAR OBSTRUCTIVA CRÓNICA CON EXACERBACIÓN AGUDA, NO ESPECIFICADA”
, y que fue descrita como una paciente en “alerta consciente, parcialmente orientada”
 (Subrayas ex texto).
6.10.5 Esas anotaciones de la historia clínica de la señora Parra corroboran lo que expuso en el juicio la perito del INMLYCF al sustentar su dictamen así sobre la valoración que le hizo el 21-03-2013: i) según la información entregada por sus hijas la señora Parra era completamente dependiente para sus funciones básicas, incluso las más elementales, pues había perdido las actividades instrumentales desde hacía más de 10 años, lo que significaba que ya no podía salir sola, hacer compras o cuentas, reconocer el transporte público, hacía 4 meses que no tenía movilidad, ni control sobre sus esfínteres; ii) dio lectura a apartes de los antecedentes médicos con copia de la historia clínica de la señora Parra de la entidad Comfamiliar, desde el año 2008 al 2011; iii) para formular sus conclusiones tuvo en cuenta los cambios cognitivos que se producen como consecuencia de la vejez, que pasan ya de unas actividades básicas de la vida diaria hasta llegar al estado de demencia que consiste en un deterioro cognitivo y se desarrolla de una manera lenta y que afecta a un porcentaje de las personas mayores de 60 años, el cual va aumentando con los años alrededor de un 5% en la sexta década y por encima de un 40% en personas mayores de 90 años; iv) se trata de una enfermedad progresiva, crónica, e irreversible, por lo cual la persona no tiene aptitud para administrar ningún tipo de bien de forma adecuada ya que pierde la capacidad de valerse por sí misma y de satisfacer sus necesidades básicas, y necesita atención especializada por psiquiatría y neurología clínica; v) los casos de deterioro cognitivo están asociados a otras enfermedades, y en la historia clínica de la señora Parra se menciona que pese a estar orientada en sus tres esferas sin déficit neurológico, desde el año 2008 venía padeciendo trastorno pulmonar (EPOC), el cual reduce el ingreso de oxígeno al cerebro lo que genera enfermedades mentales, para lo cual se debe tener en cuenta que en los estados de demencia influyen muchas situaciones, como las condiciones mentales, la alimentación, el ejercicio, de los hábitos de vida saludable y los factores genéticos que determinan que las mujeres tengan una mayor tendencia a padecer de demencia; vi) a partir de los 60 años los cuadros de demencia van aumentando cada década, se incrementan y más del 40% de las personas mayores de 90 años tienen ese tipo de enfermedades; vii) con las enfermedades consignadas en la historia clínica de la señora Parra se puede concluir que esos padecimientos influyeron para que fuera perdiendo sus capacidades cognitivas; viii) la demencia senil presenta unos síntomas iniciales como olvidos comunes, que pueden pasar desapercibidos, irritabilidad o estados depresivos, por lo que cuando se evalúa a estos pacientes a lo largo de la vida se advierte que se vuelven repetitivos; ix) el deterioro cognitivo leve en términos de la vida cotidiana, se traduce en que la persona es capaz de hacer sus actividades básicas sin problema, pero que va perdiendo actividades instrumentales, como sucede por ejemplo con un paciente de 70 años que se baña, se viste, hace su comida, pero va a pagar un servicio y se embolata, pierde su dinero, no es capaz de tomar el transporte público, o que coge un objeto y pregunta “para qué es esto”, lo que viene a significar que existe ese tipo de afectación mental que puede convertirse en demencia con el paso de los años; x) en el acápite de las conclusiones de su estudio, en el ítem primero se hace un diagnóstico de la demencia, es decir, que se puede hacer una lectura que la conclusión en el momento en que se evaluó a la paciente, que se venía deteriorando progresivamente según su examen; xi) en el caso concreto de la señora Parra existía una alta probabilidad que para la fecha del 15/11/2011 se hubiese presentado ese diagnóstico; xii) las enfermedades mentales tienen un componente multifactorial e implican un estudio a fondo por parte de profesionales con esa especialidad, por lo cual el dictamen de un médico general no es idóneo para emitir ese tipo de conceptos sobre ese tema puntual, ya que esas certificaciones las debe expedir un psiquiatra o un neurólogo; xiii) en este caso la paciente tenía 97 años y el punto de partida para que se inicie el proceso de deterioro mental es a partir de los 60 años según la literatura especializada sobre el tema que indica que un 60% de los pacientes alrededor de los 60 años tienen deterioro cognitivo y que por cada década se va sumando un 5%, por lo cual al llegar a los 85 años presentan un trastorno cognitivo mayor que es una demencia; xiv) no existe un tiempo específico para desarrollar una enfermedad mental, pero existen factores desencadenantes sobre todo en pacientes mayores de edad como una enfermedad orgánica que genere una baja oxigenación, como sucede con los que sufren EPOC, enfermedades cardiovasculares o de la presión arterial, ya que estos últimos pueden sufrir micro infartos que pueden acelerar el deterioro cognitivo, lo que puede coexistir con algunas condiciones puntuales como el déficit de vitamina B12 o de ácido fólico, el hecho de dejar de comer o sufrir diarreas crónicas o eventos de malnutrición que hacen que esa deficiencia mental progrese más rápido, por tratarse de una enfermedad multifactorial.

6.10.6 Las conclusiones de la perito Jaramillo Toro, que no fueron controvertidas por la defensa en el juicio con una prueba de la misma naturaleza, se encuentran complementadas con lo manifestado por la denunciante Alba Ruth Suárez, su esposo Delfín Humberto Granados y Jhon Jairo Salazar Suárez, en el sentido de que desde el año 2009 o 2010 la señora Parra ya daba muestras de deterioro cognitivo pues no reconocía a sus hijos u otros familiares cercanos.

6.10.7 Lo expuesto en el dictamen antes referido, lleva a concluir que para la fecha del otorgamiento de la escritura pública en la cual la señora Helina Parra le vendió a su hija a MSP el 50% que tenía sobre el inmueble identificado en el texto de ese instrumento, la citada dama no estaba en capacidad de comprender el alcance de ese acto porque se encontraba en un estado de discapacidad mental, lo que trató de desvirtuar la procesada aduciendo que para esa época e incluso hasta el momento de la valoración psiquiátrica que se llevó a cabo un año después de la compraventa cuestionada, su madre se hallaba lúcida, consciente y era capaz de tomar sus propias decisiones, lo cual acreditó con la certificación médica expedida por la médica tratante de la señora Parra de Suárez, documento que se protocolizó con la escritura de venta de su cuota.

Sin embargo, esas manifestaciones de la procesada aparecen desvirtuadas con lo consignado en el dictamen de la psiquiatra forense Carolina Jaramillo, quien además expuso que para evaluar el estado de la señora Parra era necesario un estudio de un neurólogo o de un psiquiatra, ya que un médico general no estaba en posibilidad de emitir concepto sobre ese tipo de situaciones, por las características propias de la patología de la paciente.

6.10.8 Igualmente hay que manifestar que si se trataba de demostrar que la señora Parra no tenía ninguna afectación mental para la fecha en que suscribió la escritura de compraventa de su cuota en el bien en favor de su hija MSP, bien pudo la defensa haber solicitado como prueba para el juicio el testimonio de la médica Paola Ospina Castro, quien firmó la certificación que se protocolizó con la escritura de compraventa de los derechos de la señora Parra
, prueba que no fue solicitada en la audiencia preparatoria
, para efectos de que esta profesional explicara los motivos que la llevaron a expedir la citada certificación con base en la cual se extendió la escritura pública 6315 del 15 de diciembre de 2011, labor que le correspondía a la defensa en aplicación del principio de “incumbencia probatoria”, que ha sido examinado en la jurisprudencia pertinente de la SP de la CSJ así:
“Se tiene, de esa manera, que en el proceso penal no es posible trasladar la carga de la prueba de responsabilidad al acusado, pues no le corresponde a él desplegar actividades dirigidas a demostrar su ajenidad en el ilícito. Por el contrario, el Estado soporta el deber de acreditar la culpabilidad del procesado, protegido hasta el fallo definitivo por la presunción de inocencia, la cual, para ser desvirtuada, se insiste, exige la convicción o certeza, más allá de toda duda, basada en el material probatorio que establezca los elementos del delito y la conexión del mismo con el autor. 

(…)

Lo que sí le es dado al procesado es oponerse a las pruebas que la Fiscalía trae para desvirtuar su inocencia, actividad que corresponde a un acto propio del derecho de defensa a través del cual puede, incluso, explicar o justificar su conducta. Si opta por ese camino, declinando el derecho a guardar silencio, asume el deber de acreditar esas explicaciones, de manera que si, por ejemplo, propone una coartada, debe procurar para la actuación los medios de prueba que acrediten su ubicación a la hora de los hechos, en un lugar diferente al de la ejecución, ya que la simple manifestación de ausencia, resultaría insuficiente para desvirtuar la imputación que le haga la Fiscalía como autor o partícipe de la ilicitud. Igual diligencia se le exigirá si frente a la acusación propone la existencia de causales eximentes de responsabilidad, pues debe emplearse en demostrar los supuestos de hecho que las actualizan. La Fiscalía, por su parte, procurará negar la existencia de esas circunstancias.

En todos esos eventos, se activa el principio general de la incumbencia probatoria, de conformidad con el cual le corresponde al interesado probar el supuesto de hecho de las normas que establecen el efecto jurídico que persigue, sin que ello signifique trasladar la carga probatoria de responsabilidad o fijar cargas dinámicas en torno a ese tópico…”.

6.10.9 En consecuencia hay que manifestar que aunque se entiende que la disparidad de los testimonios de Alba Ruth Suárez, su esposo Delfín y su sobrino Jhon Jairo Suárez, frente a lo dicho la procesada MSP y su hermano Gregorio sobre el estado de sanidad mental de la señora Helina para la fecha del otorgamiento de la mencionada escritura pública, se puede explicar por la intensidad del enfrentamiento que sostenían estas personas por su propósito de quedarse con el inmueble que le había pertenecido a su padre, igualmente existe un testimonio que se puede considerar como neutral, que viene a ser el de Luz Dary Morales, quien estuvo cuidando a la señora Helina Parra desde el 2003 hasta el 2007, e indicó que para ese período de tiempo la citada era totalmente lúcida, pero que después de que esa dama regresó a Pereira en el año 2010 la visitó y notó que empezaba a desconocer a las personas.
6.10.10 Los testimonios presentados por la FGN aunados a la valoración de la médica psiquiatra Carolina Jaramillo Toro que no fue controvertida por la defensa, demuestran claramente que para el 15 de diciembre de 2011, la señora Helina Parra no estaba en capacidad de comprender sus actos, a lo cual se debe agregar que pese a que la acusada MSP pretendió desconocer esa situación manifestando en el juicio que su madre se hallaba en estado de lucidez al momento de transferirle su cuota en el bien, para lo cual se apoyó en la constancia de la médica Paola Ospina Castro, lo real es que la misma acusada se contradijo sobre ese punto, ya que si se observa detenidamente el dictamen de la psiquiatra Carolina Jaramillo Toro, se observa que en el aparte denominado “ANTECEDENTES FAMILIARES Y PERSONALES”, se menciona que la señora Helina Parra fue llevada por su hija MSP al examen practicado en el INMLYCF el 21 de marzo de 2013 y que en ese documento se manifestó lo siguiente: Su hija María, quien hoy la acompaña relató que su mamá tuvo 9 hijos, actualmente 5 vivos... HELINA es completamente dependiente en sus actividades básicas de la vida diaria, requiere apoyo para todas sus actividades incluso las más elementales (baño, aseo, alimentación); perdió las actividades instrumentales desde hace más de diez años (no sale sola, no conoce el servicio público de transporte, se ha perdido en su barrio); hace 4 meses perdió movilidad y perdió completamente el control de esfínteres”
 (Subrayas ex texto) 

6.10.11 Por lo demás hay que agregar que existe una mala justificación por parte de la acusada MSP, al explicar en el juicio oral que su madre le había transferido la citada cuota en razón de la situación irregular que se presentó con la sucesión de su padre, donde solamente fueron reconocidos como herederos sus hermanos Alba Ruth y Helio Fabio, ya que su abogada Gladys Buriticá afirmó que a pesar de que la acción de petición de herencia de los hermanos excluidos ya estaba prescrita, eso se había subsanado a través de un proceso civil, por lo cual no se explica la razón para que doña Helina hubiera hecho esa negociación solamente con MSP, dejando por fuera a sus cuatro hijos que aún vivían y a los herederos de los otros cuatro que ya habían fallecido, lo que indica claramente que la señora MSP se aprovechó del deterioro cognitivo de su madre, situación que estaba en capacidad de conocer puesto que era quien la cuidaba tal y como lo expuso al llevarla al examen que le hizo la psiquiatra forense en el INMLYCF, para que su progenitora le transfiriera la cuota del 50% que le había sido adjudicada en el bien dentro del proceso de sucesión de su esposo Gregorio Suárez Muñoz, obteniendo un provecho ilícito y en desmedro del patrimonio de su madre y de la expectativa que tenían sus cuatro hermanos vivos y los herederos por representación de los otros 4 que habían fallecido, o de quienes tuvieran otros derechos de ser beneficiarios de ese porcentaje sobre el inmueble al cual estaba vinculada esa cuota cuando se produjera el deceso de la señora Helina Parra.

Adicionalmente se debe manifestar que de acuerdo a lo dicho por el testigo Jhon Jairo Salazar Suárez, su tía MSP se encontraba en una mala situación económica porque había regresado al país luego de pagar una condena en EE.UU por narcotráfico, por ello le dijeron que para ayudarle se fuera a cuidar a su madre, motivo por el cual no resulta claro cómo fue que la señora MSP obtuvo el dinero para pagarle a su progenitora los $34.150.000, que costó la transferencia de la cuota en mención.

6.10.12 Por lo anterior la Sala considera que en el caso sub examen se reunían los requisitos del artículo 251A del CPP para dictar una sentencia de condena contra la procesada MSP por la violación del artículo 381 del CPP, por lo cual se revocará la decisión de primera instancia.

6.11 SOBRE LA FIJACIÓN DE LA PENA A IMPONER A LA PROCESADA 

6.11.1 De conformidad con el contexto fáctico de la acusación a la señora MSP se le atribuyó la realización de la conducta punible descrita en el artículo 2541 del CP, en la modalidad prevista en el inciso 2º de esa norma, por haberse ocasionado perjuicio con su comportamiento, por lo cual la pena a imponer en su caso oscila entre 32 a 90 meses de prisión y multa de 10 a 200 SMLMV.

Para dosificar la pena a imponer a la procesada se atenderá lo dispuesto por los artículos 60 y 61 del Código Penal, que señalan los parámetros que se deben tener en cuenta para la determinación de los mínimos y los máximos punitivos y los fundamentos para individualizar la pena.

En consecuencia de lo anterior, los cuartos de pena de prisión para 251, inciso 2º del CP se fijan así:

PRIMER CUARTO: De 32 meses a 46 meses 15 días de prisión. 

CUARTOS MEDIOS: De 46 meses 16 días a 75 meses 15 días de prisión. 

CUARTO MÁXIMO: De 75 meses 16 días de prisión a 90 meses de prisión.

Los cuartos de la pena de multa quedan así 

PRIMER CUARTO: De 13,33 smlmv a 84,9975 smlmv
CUARTOS MEDIOS: De 84,9975 smlmv a 228,3325 smlmv

CUARTO MÁXIMO: De 228,3325 smlmv a 300 smlmv
Como en el presente caso no concurre ninguna circunstancia de mayor punibilidad de las previstas en el artículo 58 del CP, se impondrá a la señora MPS la pena fijada en el mínimo del primer cuarto previsto en el inciso 2º del artículo 351 del CP, esto es 32 meses de prisión y multa de 13.33 SMLMV para el año 2011.

6.11.2 Como la pena corporal impuesta no excede el límite objetivo del primer inciso del artículo 63 del CP, la señora MSP no registra antecedentes penales y no se procede por un delito incluido en el listado del artículo 68 A del CP, se concederá la suspensión condicional de la ejecución de la pena, bajo caución juratoria, para lo cual deberá suscribir la diligencia ordenada en el artículo 65 del CP.

7. SOBRE LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 101 DEL CPP EN EL PRESENTE CASO.

7.1 En el caso en estudio, se acreditó plenamente que la cuota del 50% que tenía la señora Helina Parra Vda de Suárez sobre el predio inscrito al FMI No. 290-39474 de la Oficina de Registro de II y PP de esta ciudad fue transferida de manera fraudulenta a la procesada MSP, quien se valió de la condición de inferioridad de la tradente para celebrar ese acto jurídico. Por lo tanto se dará aplicación al artículo 101 del CPP que dispone lo siguiente en su segundo inciso: “...En la sentencia se ordenará la cancelación de los títulos y registros respectivos cuando exista convencimiento más allá de toda duda razonable sobre las circunstancias que originaron la anterior medida...”. 

En ese orden de ideas al estar probada la existencia de la conducta punible descrita en el artículo 251 del CP y la responsabilidad de la procesada MSP se ordenará: i) la cancelación del acto de venta de la cuota que tenía la señora Helina Parra en el bien inmueble antes identificado, que se hizo a través de la EP 6315 del 15 de diciembre de 2011; y ii) la inscripción de ese acto en el folio de matrícula inmobiliaria No. 290-39474 de la Oficina de Registro de II y PP, a efectos de restaurar los derechos de los herederos de la señora Parra.

Sobre el tema se cita el precedente  CSJ SP del 11 de diciembre de 2013, radicado 42737, donde se dijo lo siguiente:

“Del contenido de las sentencias citadas, se advierte que el restablecimiento del derecho (i) tiene su fundamento en la Carta Política (art. 250-6); (ii) su consagración legal como principio rector en el procedimiento penal de 2004 (art. 22) no sólo impone su aplicación obligatoria y prevalente sobre cualquier otra norma, sino que además irradia toda la normativa en mención y orienta la interpretación de las disposiciones que la integran; (iii) es intemporal y procede al margen de la responsabilidad penal que se establezca en la actuación; (iv) la cancelación de títulos de propiedad y registros obtenidos fraudulentamente (art. 101 ibídem) es una medida eficaz y adecuada para restablecer el derecho y garantizar la indemnización integral de las víctimas; (v) ésta se debe adoptar en la sentencia o en cualquier otra providencia que ponga fin al proceso penal, cuando aparezca demostrado más allá de toda duda razonable el carácter fraudulento de los títulos de propiedad; y, (vi) quienes resultaren afectados por la cancelación de los registros pueden concurrir al proceso penal para hacer valer su derecho, pero de todas formas el justo título que detenten se entenderá desvirtuado “al alcanzarse el ‘convencimiento más allá de toda duda razonable’ sobre el carácter fraudulento de dichos títulos”.

Las razones antes expuestas sustentan la aplicación del principio rector del restablecimiento del derecho en general, y de la medida de cancelación de títulos y registros obtenidos de manera fraudulenta en particular, aunque ello implique dar prevalencia a los derechos de la víctima del injusto por sobre los que detente el tercero de buena fe, porque además de la potísima razón que los fallos de constitucionalidad en mención señalan, en el sentido de que el delito por sí mismo no puede ser fuente lícita de derechos, se agrega otra relacionada con el que tienen las víctimas de la conducta punible a obtener justicia y reparación, el cual quedaría en vilo de aceptarse la tesis contraria” ( subrayas ex texto)
8. CONSIDERACIÓN ADICIONAL SOBRE LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE LA DOBLE CONFORMIDAD.

8.1 En pronunciamiento del 3 de abril de 2019, la SP de la CJS mediante providencia AP1263-2019 radicado al No. 54.215, M.P. Eyder Patiño Cabrera, refirió:
“2.1. Con el Acto Legislativo 01 de 2018 se implementó en Colombia, además del principio de la doble instancia para los aforados, el derecho a impugnar la primera sentencia condenatoria. Fue así como en el artículo 3°, por el cual modificó el 235 de la Carta Política, atribuyó a la Sala de Casación Penal (numeral 7), la competencia para conocer de la solicitud de doble conformidad de la primera condena proferida por los tribunales superiores o militares. Obsérvese:

Artículo 235. Son atribuciones de la Corte Suprema de Justicia:

(…)

7. Resolver, a través de una Sala integrada por tres Magistrados de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia y que no hayan participado en la decisión, conforme lo determine la ley, la solicitud de doble conformidad judicial de la primera condena de la sentencia proferida por los restantes Magistrados de dicha Sala en los asuntos a que se refieren los numerales 1, 3, 4, 5 y 6 del presente artículo, o de los fallos que en esas condiciones profieran los Tribunales Superiores o Militares. 

2.2. Es claro que para la fecha no se ha expedido la ley prevista en la aludida reforma, en la que se concrete el procedimiento que se debe llevar a cabo para asegurar la garantía de la doble conformidad frente a la primera sentencia condenatoria en segunda instancia (términos y recursos). 

Ese fue el motivo por el cual esta Sala consideró que, ante el vacío legal, el principio de doble conformidad podía garantizarse a través del recurso de casación, habida cuenta que, conforme a la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el derecho a recurrir el fallo va encaminado a permitir que la decisión adversa a los intereses del procesado sea revisada por una autoridad judicial distinta, que asegure la realización de un «examen integral de la decisión recurrida»
. 

2.3. Con ese propósito, flexibilizó los criterios para acceder al recurso y abrió paso para que, en sede extraordinaria, se estudiara la determinación de condena, conforme a las críticas formuladas por el impugnante. Fue así como, en algunas oportunidades, decidió inadmitir las demandas, pero en el mismo auto dedicó un acápite para examinar lo atinente a la doble conformidad (entre otros, CSJ AP2250-2018, rad. 49849; CSJ AP2248-2018, rad. 49898 y CSJ AP407-2018, rad. 49114); en otras ocasiones, las inadmitió por falencias de técnica, aunque -tratándose de asuntos seguidos al amparo del Código de Procedimiento Penal de 2004 (Ley 906)-, dispuso que, agotado el trámite de insistencia, regresara el expediente para emitir sentencia de fondo y así asegurar el derecho a la doble conformidad (entre otros, CSJ AP5344-2018, rad. 51860; CSJ AP5323-2018, rad.50867 y CSJ AP5318-2018, rad. 50782). Y, en los demás eventos, las admitió sin reparar en formalidades de técnica casacional, para resolver en sentencia sobre el fondo del asunto planteado (entre otras CSJ SP650-2017, rad. 48377; CSJ SP3764-2017, rad. 48544; CSJ SP11437-2017, rad. 48952; CSJ SP15773-2017, rad. 49013 y CSJ SP587-2017, rad. 49615); al interior de este último grupo, hubo eventos en los que revocó la condena y absolvió al procesado (CSJ SP3168-2017, rad. 44599 y SP5330-2018, rad. 51692).

2.4. Ahora bien, aunque la Sala reconoce que el asunto debe ser regulado por el Congreso de la República, es consciente de la imperiosa necesidad de asegurar ese derecho de rango constitucional, hasta tanto se expida la ley. Por consiguiente, atendiendo la finalidad integradora de la jurisprudencia, adoptará medidas provisionales orientadas a garantizar, de mejor manera a como se ha venido haciendo al interior de los procesos regidos por los códigos de Procedimiento Penal de 2000 (Ley 600) y de 2004 (Ley 906), el derecho a impugnar la primera condena emitida en segunda instancia por los tribunales superiores.

Para tal efecto, propenderá por la solución menos traumática y que implique una mínima intromisión en el ordenamiento jurídico vigente. En ese orden, dentro del marco procesal de la casación, resguardará así esa garantía: 

(i) Se mantiene incólume el derecho de las partes e intervinientes a interponer el recurso extraordinario de casación, en los términos y con los presupuestos establecidos en la ley y desarrollados por la jurisprudencia.

(ii) Sin embargo, el procesado condenado por primera vez en segunda instancia por los tribunales superiores, tendrá derecho a impugnar el fallo, ya sea directamente o por conducto de apoderado, cuya resolución corresponde a la Sala de Casación Penal. 

(iii) La sustentación de esa impugnación estará desprovista de la técnica asociada al recurso de casación, aunque seguirá la lógica propia del recurso de apelación. Por ende, las razones del disenso constituyen el límite de la Corte para resolver.

(iv) El tribunal, bajo esos presupuestos, advertirá en el fallo, que, frente a la decisión que contenga la primera condena, cabe la impugnación especial para el procesado y/o su defensor, mientras que las demás partes e intervinientes tienen la posibilidad de interponer recurso de casación.

(v) Los términos procesales de la casación rigen los de la impugnación especial. De manera que el plazo para promover y sustentar la impugnación especial será el mismo que prevé el Código de Procedimiento Penal, según la ley que haya regido el proceso -600 de 2000 o 906 de 2004-, para el recurso de casación. 

(vi) Si el procesado condenado por primera vez, o su defensor, proponen impugnación especial, el tribunal, respecto de ella, correrá el traslado a los no recurrentes para que se pronuncien, conforme ocurre cuando se interpone el recurso de apelación contra sentencias, según los artículos 194 y 179 de las leyes 600 y 906, respectivamente. Luego de lo cual, remitirá el expediente a la Sala de Casación Penal.

(vii) Si además de la impugnación especial promovida por el acusado o su defensor, otro sujeto procesal o interviniente promovió casación, esta Sala procederá, primero, a calificar la demanda de casación.

(viii) Si se inadmite la demanda y -tratándose de procesos seguidos por el estatuto adjetivo penal de 2004- el mecanismo de insistencia no se promovió o no prosperó, la Sala procederá a resolver, en sentencia, la impugnación especial. 

(ix) Si la demanda se admite, la Sala, luego de realizada la audiencia de sustentación o de recibido el concepto de la Procuraduría –según sea Ley 906 o Ley 600-, procederá a resolver el recurso extraordinario y, en la misma sentencia, la impugnación especial. 

(x) Puntualmente, contra la decisión que resuelve la impugnación especial no procede casación.

Ello porque ese fallo correspondiente se asimila a una decisión de segunda instancia y, tal como ocurre en la actualidad, contra esas determinaciones no cabe casación (cfr., entre otros pronunciamientos, CSJ AP6798-2017, rad. 46395; CSJ AP 15 jun. 2005, rad. 23336; CSJ AP 10 nov. 2004, rad. 16023; CSJ AP 12 dic. 2003, rad. 19630 y CSJ AP 5 dic. 1996, rad. 9579).

(xi) Los procesos que ya arribaron a la Corporación, con primera condena en segunda instancia, continuarán con el trámite que para la fecha haya dispuesto el magistrado sustanciador, toda vez que la Corte, en la determinación que adopte, garantizará el principio de doble conformidad.”

8.2 Por las razones antes mencionadas esta Corporación anuncia que de formularse el recurso de apelación contra el fallo adoptado por esta Sala en segunda instancia, se dará aplicación a lo dispuesto en el artículo 179 del CPP, en lo relativo a ese trámite. 

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley;

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la sentencia del 5 de julio de 2019 del 5 de julio de 2019 del Juzgado Primero Penal Municipal de Pereira, mediante la cual se absolvió a la señora MSP por el delito de abuso de condiciones de inferioridad.
SEGUNDO: CONDENAR a MSP como responsable de la conducta punible de abuso de condiciones de inferioridad. En consecuencia se impone a la acusada la pena de 32 meses de prisión y multa de 13.33 smlmv para el año 2011, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por un término igual a de la pena principal. 
TERCERO: CONCEDER la suspensión condicional de la ejecución de la pena de prisión por lo expuesto en el acápite 6.11.2 de esta providencia.

CUARTO: De conformidad con lo considerado en el apartado 7 esta decisión se ordena la cancelación del acto de venta de la cuota que tenía la señora Helina Parra en el bien inmueble con MI No. 29039474, que se hizo a través de la EP 6315 del 15 de diciembre de 2011; y la inscripción de ese acto en el folio de matrícula inmobiliaria No. 290-39474 de la Oficina de Registro de II y PP, a efectos de restaurar los derechos de los herederos de la señora Parra.
QUINTO: Esta decisión queda notificada en estrados y la misma proceden los recursos de apelación, con base en el principio de la doble conformidad referido en el ítem 8 de esta providencia y de casación. De formularse el recurso de apelación contra el fallo adoptado por esta Sala en segunda instancia, se dará aplicación a lo dispuesto en el artículo 179 del CPP, en lo relativo a ese trámite. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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� Sobre ese punto se debe citar lo expuesto en CSJ SP del 21 de octubre de 2013, radicado 39611, sobre el principio de selección probatoria: “[E]l juzgador […] no está obligado a hacer un examen exhaustivo de todas y cada una de las pruebas incorporadas al proceso, ni de todos y cada uno de sus extremos asertivos, porque la decisión se haría interminable, sino de aquellos que considere importantes para la decisión a tomar, de suerte que sólo existirá error de hecho por omisión o mutilación de la prueba cuando aparezca claro que el medio, o un fragmento del mismo, fue realmente ignorado, siendo probatoriamente relevante”
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� Cfr. Sentencia del 23 de noviembre de 2012, caso Mohamed vs. Argentina.
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